
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL- FAMILIA

Magistrada Ponente:  Claudia María Arcila Ríos

Pereira, cuatro de noviembre de dos mil nueve


Acta No. 582 del 4 de noviembre de 2009


Proceso No. 66001-31-10-001-2007-00750-02

Decide la Sala el recurso de apelación que interpuso la señora Teresita Uribe López, en su calidad de compañera permanente del causante Pompilio López Gómez, contra el auto proferido por el Juzgado Primero de Familia de Pereira, en el proceso de sucesión del citado difunto, por medio del cual declaró fundadas las objeciones al trabajo de partición que formuló el heredero Mario López Vásquez. 

ANTECEDENTES

El partidor designado en ese proceso elaboró su trabajo, el que puesto a consideración de los interesados fue objetado por su heredero, fundamentalmente porque se le adjudicaron a la otra interesada bienes de propiedad exclusiva del causante.

Concretamente alegó que el derecho sobre el inmueble ubicado en la calle 39 No. 7-19 de esta ciudad lo adquirió el citado señor en la sucesión de su padre Pompilio López Arcila y aquel que tiene sobre el lote de terreno ubicado en la carrera 16 No. 71-56 del municipio de Dosquebradas, lo obtuvo antes de iniciar la unión marital de hecho con la señora Tersita Uribe López y por ende, como no hacen parte de la sociedad patrimonial, han debido ser adjudicados a su heredero sin que ellos tenga participación la citada señora, quien optó por gananciales.

Mediante proveído del pasado 5 de mayo la señora Juez Primero de Familia de Pereira declaró fundadas las objeciones propuestas y ordenó rehacer el trabajo de partición. 

Inconforme con esas decisiones, la señora Uribe López las impugnó. Pretende se revoque la providencia y en su lugar se apruebe la partición. Adujo que aunque fue el causante quien aportó los bienes a la sociedad patrimonial, se han valorizado no solo por el transcurso del tiempo sino por la ayuda, el trabajo y socorro mutuo durante los treinta y un años que fue su compañera. Explica que la convivencia se inició en el año 1976 y fue mediante escritura pública No. 705 de marzo de 1978 que se le adjudicó al citado señor el inmueble ubicado en la calle 39 No. 7-19, época para la cual ya tenían conformada la sociedad patrimonial y que el derecho sobre el predio que se identifica con el número 71-52 de la carrera 16, en el municipio de Dosquebradas, lo adquirió el mismo señor en 1974, pero las obras de construcción que hoy existen empezaron a realizarse en 1978 y desde entonces ha estado al frente de ese inmueble y del establecimiento de comercio que allí funciona, como contadora. 

Aduce además que en la escritura pública por medio de la cual, con su compañero, declararon la existencia de la unión marital de hecho y de la sociedad patrimonial, se incluyeron como activos sociales los bienes propios del causante “y no habiendo por tanto renunciado al derecho que le asiste sobre éstos, los adquiridos mediante compra y a título de herencia son de la sociedad marital de hecho”.

En el curso de esta instancia formuló alegatos casi en el mismo sentido. También expresó que el heredero objetante no asistió a los inventarios y avalúos, los que tampoco objetó, razón por la cual no puede acudir ahora a solicitar la exclusión de unos bienes que lo integran; que la base para el partidor realizar su trabajo es esa diligencia y que a ella se sometió el auxiliar de la justicia.

El apoderado del objetante insistió en los argumentos que planteó ante el juez de la causa al proponer el respectivo incidente, controvirtió los de la impugnante porque el inmueble que obtuvo el causante por sucesión se adquirió antes de surgir la unión marital; en los inventarios y avalúos no se denunciaron como activos réditos, rentas o frutos, ni el mayor valor que hubiese adquirido el inmueble ubicado en el municipio de Dosquebradas, la construcción ha entrado a formar un solo cuerpo  con el terreno y  no hace parte de la sociedad patrimonial, la que no ha podido surgir desde la fecha en que se dice inició, porque para entonces la señora Teresa  estaba casada y tenía sociedad conyugal vigente. Explica que no  solicita la exclusión de bienes de la sucesión porque todos están en cabeza del causante y deben partirse y que en la escritura por medio de la cual se declaró la unión, nada se dijo en relación con los bienes que integran la sociedad. Solicita  se confirme el auto apelado.

CONSIDERACIONES

La controversia suscitada gira en torno a determinar si son bienes de la sociedad patrimonial que surgió entre el causante y la señora Teresita Uribe López, los inmuebles ubicados en la calle 39 No. 7-16 y carrera 16 No. 71-56, identificados en su orden con matrículas inmobiliarias Nos. 290-23098 y 294-0703 de las Oficinas de Registro de Instrumentos Públicos de Pereira y Dosquebradas, lo que permitirá establecer si fue legal o no  la adjudicación que realizó el partidor sobre derechos en esos bienes a la citada señora.

La Corte Suprema de Justicia, desde cuando se expidió la Ley 54 de 1990, por medio de la cual se reconocieron efectos patrimoniales a las uniones maritales de hecho, siempre sostuvo que por respeto al principio de la irretroactividad de la ley, sus preceptos no podían aplicarse a las que nacieron antes de su vigencia y por ende, que el término que ella consagra para presumir la existencia de sociedad patrimonial solo podía computarse desde la fecha en que se promulgó, hecho que se produjo el  31 de diciembre de 1990. Así se pronunció por ejemplo en providencias del 20 de abril de 2001, 20 de marzo de 2003 y  9 de marzo de 2004.

Sin embargo, en la  sentencia del 28 de octubre de 2005, cambió su anterior criterio y consideró que la vigencia de esa ley es inmediata y por ende, de aplicación retrospectiva. En esas condiciones,  se abstuvo de casar una sentencia que concedió efectos patrimoniales a unión marital de hecho  desde abril de 1983.

A juicio de esta Sala, el principio de irretroactividad, según el cual, la ley, por regla general, se expide para que rija hacia el futuro y en consecuencia no puede reglar situaciones pasadas, es el que debe aplicarse en el caso concreto, como lo ha sido de manera constante en el sistema jurídico colombiano, ya que se ha considerado  que su desconocimiento genera inseguridad jurídica y temor al ciudadano sujeto a que una norma  posterior lo pudiese privar de sus derechos ya adquiridos, transformando el orden legal en uno arbitrario.

“Las razones que han determinado el establecimiento de ese principio (el de irretroactividad de la ley), son muy sencillas. Ninguna seguridad y confianza tendrían los particulares si su fortuna, sus derechos, su condición personal y los efectos de sus actos y contratos fueran a cada instante puestos en discusión, modificados o suprimidos por un cambio de parecer del legislador. El interés general, que no es aquí sino la resultante de los intereses individuales, exige, pues, que lo hecho regularmente bajo una ley, sea considerado válido, y, en consecuencia inamovible, a pesar del cambio de legislación.”
 

En consecuencia, como garantía de un orden justo, la ley, por regla general, rige hacia el futuro, aunque de manera excepcional autoriza el legislador que sus efectos regulen el pasado y porque solo en tales  eventos, los jueces pueden aplicarla en la forma así prevista. 

Pero no es ese principio, el de la retroactividad de la ley, el que considera aplicable la Corte, sino el de la retrospectividad o aplicación inmediata de la ley, según el cual la nueva se aplica a “situaciones jurídicas que vienen del pasado, se concreta, claro está, a los efectos y a la extensión del derecho respectivo, que quedan sometidos al marco normativo que ella establece, sin que ello indefectiblemente implique retroactividad”.

Ese argumento, que no ha sido profuso, no lo comparte este Tribunal. La Ley 54 no puede tener esa aplicación; el legislador no dispuso que sus efectos se extendieran hacia el pasado, no reguló situaciones de hecho o relaciones jurídicas nacidas con precedencia y subsistentes para  cuando comenzó su vigencia.

De haberlo considerado así, otro sería el contenido de disposiciones como la del artículo 1º de que dice: “A partir de la vigencia de la presente ley y para todos los efectos legales, se denomina unión  marital de hecho…”, o la del 9º que expresa: “La presente ley rige a partir de la fecha de su promulgación…”

En esas condiciones, a la Ley 54 de 1990 debe concederse efecto hacia el futuro, de conformidad con el principio general  de irretroactividad de la ley.

El artículo 7º de esa ley dice que a la liquidación de la sociedad patrimonial entre compañeros permanentes se aplicarán las normas contenidas en el libro 4, titulo XXII, capítulos I al IV del Código Civil; el artículo 1832 que hace parte de esta última normatividad expresa que la división de los bienes sociales se sujetará a las reglas dadas para la partición de los bienes hereditarios y el 1398 del mismo código que regula lo relativo a la partición de bienes en una sucesión, dice que “Si el patrimonio del difunto estuviere confundido con bienes pertenecientes a otras personas por razón de bienes propios o gananciales del cónyuge…. u otro motivo cualquiera, se procederá en primer lugar a la separación de patrimonios, dividiendo las especies comunes según las reglas precedentes.”

De otro lado, el parágrafo del artículo 3º de la citada Ley 54 dice: “No formarán parte del haber de la sociedad los bienes adquiridos a título de donación, herencia o legado, ni los que se hubieren adquirido antes de iniciar la unión marital de hecho, pero sí lo serán los réditos, rentas, frutos o mayor valor que produzcan estos bienes durante la unión marital de hecho”.

En el caso sometido a estudio, se realizó la primera  diligencia de inventarios y avalúos el 16 de abril de 2008, acto dentro del cual, se incluyeron como activos, entre otros, los siguientes bienes:

.- El cincuenta por ciento de una casa de habitación, ubicada en la calle 39 No. 7-19, identificada con matrícula inmobiliaria No. 290-23098 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Pereira, adquirida por el causante mediante escritura pública No. 705 del 17 de marzo de 1978, otorgada en la Notaría Tercera del Circulo de Pereira.

.- Un derecho o cuota de dominio correspondiente a la tercera parte, en común y proindiviso con los señores José Oscar Pineda Orozco y Lucía Suárez de Montoya, sobre un lote de terreno ubicado en el municipio de Dosquebradas, sector La Romelia, ubicado en la carrera 16 No. 71-52, adquirido por el causante mediante escritura pública No. 576 del 3 de abril de 1974, otorgada en la Notaría Primera de Pereira, por compra al señor Roberto Correa Pulgarín, identificado con matrícula inmobiliaria No. 2940703 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Dosquebradas.

De acuerdo con las pruebas incorporadas a la actuación, el  señor Pompilio López Gómez adquirió derechos sobre el primero de tales inmuebles, que para entonces se identificaba con matrícula inmobiliaria No. 290-11629 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Pereira, con motivo de la partición realizada en el proceso de  sucesión del señor Pompilio López Arcila, aprobada por sentencia del 1º de abril de 1975, proferida por el  Juzgado Tercero Civil del Circuito de esta ciudad
.

Posteriormente esos derechos se concretaron sobre una casa de habitación ubicada en la calle 39 No. 7-19, con motivo del trabajo de partición contenido en la escritura pública No. 705 del 17 de marzo de 1978, otorgada en la Notaría Tercera del Circulo de Pereira, que dio lugar a la apertura del folio de matrícula inmobiliaria No. 290-23098 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Pereira
.

El mismo causante adquirió por compra al señor Roberto Correa Pulgarín, mediante escritura pública No. 576 del 3 de abril de 1974, otorgada en la Notaría Primera de Pereira, un derecho sobre el lote de terreno ubicado en el municipio de Dosquebradas, en la vereda La Romelia, identificado con matrícula inmobiliaria No. 294-10703 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Santa Rosa de Cabal

Es evidente entonces que esos dos bienes fueron adquiridos por el causante antes de entrar en vigencia la Ley 54 de 1990 y uno de ellos lo fue por sucesión.  Por esas razones y de acuerdo con el artículo 3º de esa misma ley, no hacen parte de la sociedad patrimonial que existió entre el causante y la señora Teresita Uribe López.

Y ni siquiera pueden considerarse sociales por la declaración que ellos hicieron ante el Notario Primero del Circulo de Pereira, contenida en al escritura pública No. 5.520 del 10 de octubre de 2006, en el sentido de existir entre ellos una unión marital de hecho desde el mes de septiembre de 1976, no sólo por los argumentos atrás expuestos en relación con la vigencia de la ley que les concedió efectos, sino porque además, en ese instrumento, no reconocieron sus otorgantes la existencia de una sociedad patrimonial
.

Tampoco pueden serlo porque sobre uno de los predios se levantó una construcción en vigencia de la unión marital de hecho, ni porque la señora Teresita Uribe López se haya dedicado a socorrer y a ayudar al causante, o porque que haya trabajado como su contadora,  porque se incluyeron como activos dos inmuebles, los que tanto se han citado, mas no el mayor valor que alguno hubiese adquirido por mejoras en vigencia de la unión marital y tampoco lo fueron los frutos o rentas que produjeron como consecuencia del trabajo de ambos compañeros.

Así las cosas, el partidor ha debido separar los distintos patrimonios, dividiendo en primer lugar los bienes sociales, como lo manda el artículo 1398 del Código Civil, lo que le hubiese permitido establecer de manera concreta cuál es el  que como herencia transmitió el señor Pompilio López Gómez, lo que tal vez omitió porque en la diligencia de inventarios y avalúos tampoco se aclaró cuáles eran los bienes sociales.

De todos modos, como en la partición se adjudicaron a la compañera permanente del causante bienes propios del difunto, ha de rehacerse el respectivo trabajo de partición, como se ordenó en la providencia impugnada, que avalará al Sala, aunque la aclarará en el sentido de que el partidor debe en primer lugar separar los distintos patrimonios en la forma como lo manda el artículo 1398 del Código Civil y posteriormente liquidará la herencia que transmitió el señor Pompilio López con su muerte.

Previamente, y por haberse omitido, deberá la a quo adoptar las medidas del caso para aprobar la primera diligencia de inventarios y avalúos, lo que no se ha hecho a pesar de que en el término otorgado a los interesados para objetarla guardaron silencio.

De acuerdo con lo expuesto, se  confirmará el auto objeto de impugnación.

No se impondrá condena en costas en esta instancia, de acuerdo con el artículo 392, numeral 5º Código de Procedimiento Civil.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Civil - Familia,

R E S U E L V E:

CONFIRMAR el auto proferido por el Juzgado Primero de Familia de Pereira, el 5 de mayo de 2009, en el proceso de sucesión del causante Pompilio López Gómez, aclarándolo en el sentido de que al rehacer el respectivo trabajo de partición, deberá proceder en la forma indicada por el artículo 1398 del Código Civil.

Sin costas.

Notifíquese,

Los Magistrados,

Claudia María Arcila Ríos                          

Gonzalo Flórez Moreno




Jaime Alberto Saraza Naranjo
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